
ARTÍCULO 94. PROHIBICIONES ESPECIALES. Se prohíbe la conducción de niños, niñas y
adolescentes mediante la utilización de esposas o cualquier otro medio que atente contra su
dignidad.

Igualmente se prohíbe el uso de armas para impedir o conjurar la evasión del niño, niña o
adolescente que es conducido ante autoridad competente, salvo que sea necesario para proteger
la integridad física del encargado de su conducción ante la amenaza de un peligro grave e
inminente.

La infracción a esta disposición será causal de mala conducta.

ARTÍCULO 95. EL MINISTERIO PÚBLICO. El Ministerio Público está integrado por la
Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, y las personerías distritales y
municipales, y tendrán a su cargo, además de las señaladas en la Constitución Política y en la ley,
las siguientes funciones:

1. Promover, divulgar, proteger y defender los Derechos Humanos de la infancia en las
instituciones públicas y privadas con énfasis en el carácter prevalente de sus derechos, de su
interés superior y sus mecanismos de protección frente a amenazas y vulneraciones.

2. Promover el conocimiento y la formación de los niños, las niñas y los adolescentes para el
ejercicio responsable de sus derechos.

3. Tramitar de oficio o por solicitud de cualquier persona, las peticiones y quejas relacionadas
con amenazas o vulneraciones de derechos de los niños, las niñas y los adolescentes y su
contexto familiar, y abogar en forma oportuna, inmediata e informal, porque la solución sea
eficaz y tenga en cuenta su interés superior y la prevalencia de los derechos.

Concordancias

Ley 1437 de 2011; Art. 13

Decreto 19 de 2012; Art. 12

4. Hacer las observaciones y recomendaciones a las autoridades y a los particulares en caso de
amenaza o violación de los Derechos Humanos de los niños, las niñas y los adolescentes.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentaría.

PARÁGRAFO. Las personerías distritales y municipales deberán vigilar y actuar en todos los
procesos judiciales y administrativos de restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y
los adolescentes, en aquellos municipios en los que no haya procuradores judiciales de familia.
Así mismo deberán inspeccionar, vigilar y controlar a los alcaldes para que dispongan en sus
planes de desarrollo, el presupuesto que garantice los derechos y los programas de atención



especializada para su restablecimiento.

Los procuradores judiciales de familia obrarán en todos los procesos judiciales y administrativos,
en defensa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y podrán impugnar las decisiones
que se adopten.

Concordancias

Decreto Legislativo 460 de 2020; Art. 2

Ley 1448 de 2011; Art. 186 Inc. 2o.

CAPÍTULO IV.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y REGLAS ESPECIALES.

ARTÍCULO 96. AUTORIDADES COMPETENTES. Corresponde a los defensores de
familia y comisarios de familia procurar y promover la realización y restablecimiento de los
derechos reconocidos en los tratados internacionales, en la Constitución Política y en el presente
Código.

El seguimiento de las medidas de protección o de restablecimiento adoptadas por los defensores
y comisarios de familia estará a cargo del respectivo coordinador del centro zonal del Instituto
Colombiano de Bienestar Familiar.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-228-08, mediante
Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentaría.

- Inciso declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-228-08 de 5 de marzo de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentería.

Concordancias

Decreto 1069 de 2014, Art. 32; Art. 33

ARTÍCULO 97. COMPETENCIA TERRITORIAL. Será competente la autoridad del lugar
donde se encuentre el niño, la niña o el adolescente; pero cuando se encuentre fuera del país, será
competente la autoridad del lugar en donde haya tenido su última residencia dentro del territorio
nacional.

ARTÍCULO 98. COMPETENCIA SUBSIDIARIA. En los municipios donde no haya
Defensor de Familia, las funciones que este Código le atribuye serán cumplidas por el comisario
de familia. En ausencia de este último, las funciones asignadas al defensor y al comisario de
familia corresponderán al inspector de policía.



Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-228-08, mediante
Sentencia C-690-08 de 9 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Nilson Pinilla Pinilla.

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia Sentencia C-228-08 de 5 de marzo de 2008, Magistrado
Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

La declaratoria de adoptabilidad del niño, niña o adolescente corresponde exclusivamente al
Defensor de Familia.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentaría.

ARTÍCULO 99. INICIACIÓN DE LA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA. <Artículo
modificado por el artículo 3 de la Ley 1878 de 2018. El nuevo texto es el siguiente:> El niño, la
niña o adolescente, su representante legal, la persona que lo tenga bajo su cuidado o custodia, o
cualquier persona, podrá solicitar ante el Defensor o Comisario de Familia, o en su defecto el
Inspector de Policía la protección de los derechos de aquel cuando se encuentren vulnerados o
amenazados.

Cuando del estado de verificación el Defensor o el Comisario de Familia o, en su defecto, el
Inspector de Policía tengan conocimiento de la vulneración o amenaza de alguno de los derechos
que este Código reconoce a los niños, las niñas y los adolescentes, dará apertura al Proceso
Administrativo de Restablecimiento de Derechos, mediante auto contra el cual no procede
recurso alguno.

En el auto de apertura de investigación se deberá ordenar:

1. La identificación y citación de los representantes legales del niño, niña o adolescente, de las
personas con quienes conviva o sean responsables de su cuidado, o de quienes de hecho lo
tuvieren a su cargo.

2. Las medidas de restablecimiento de derechos provisionales de urgencia que se requieran para
la protección integral del niño, niña o adolescente.

3. Entrevista al niño, niña o adolescente en concordancia con los artículos 26 y 105 de este
Código.

4. La práctica de las pruebas que estime necesarias para establecer los hechos que configuran la
presunta vulneración o amenaza de los derechos del niño, niña o adolescente.

PARÁGRAFO 1o. Si la autoridad competente advierte la ocurrencia de un posible delito, deberá
denunciarlo ante la autoridad penal competente de manera inmediata.



PARÁGRAFO 2o. En los casos de inobservancia de derechos, la autoridad administrativa
competente deberá movilizar a las entidades que conforman el Sistema Nacional de Bienestar
Familiar, dictando las órdenes específicas para garantizar los derechos de los niños, niñas y
adolescentes de manera que se cumplan en un término no mayor a diez (10) días.

PARÁGRAFO 3o. En caso de conflicto de competencia entre autoridades administrativas, el
proceso de restablecimiento de derechos deberá ser tramitado a prevención por la primera
autoridad que tuvo conocimiento del asunto, hasta tanto el juez de familia resuelva el conflicto.

El juez de familia tendrá un término de quince (15) días para resolver el conflicto de
competencia que se presente y en caso de no hacerlo incurrirá en causal de mala conducta.

En caso de declararse falta de competencia respecto de quien venía conociendo a prevención, lo
actuado conservará plena validez, incluso la resolución que decida de fondo el proceso.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 3 de la Ley 1878 de 2018, 'por medio de la cual se
modifican algunos artículos de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la
Infancia y la Adolescencia, y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No.
50.471 de 9 de enero de 2018.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentaría.

Concordancias

Código del Menor; Art. 36; Art. 37 (DEROGADOS)

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1098 de 2006:

ARTÍCULO 99. El representante legal del niño, niña o adolescente, o la persona que lo tenga
bajo su cuidado o custodia, podrá solicitar, ante el defensor o comisario de familia o en su
defecto ante el inspector de policía, la protección de los derechos de aquel. También podrá
hacerlo directamente el niño, niña o adolescente.

Cuando el defensor o el comisario de familia o, en su caso, el inspector de policía tenga
conocimiento de la inobservancia, vulneración o amenaza de alguno de los derechos que este
Código reconoce a los niños, las niñas y los adolescentes, abrirá la respectiva investigación,
siempre que sea de su competencia; en caso contrario avisará a la autoridad competente.

En la providencia de apertura de investigación se deberá ordenar:

1. La identificación y citación de los representantes legales del niño, niña o adolescente, de
las personas con quienes conviva o sean responsables de su cuidado, o de quienes de hecho
lo tuvieren a su cargo, y de los implicados en la violación o amenaza de los derechos.



2. Las medidas provisionales de urgencia que requiera la protección integral del niño, niña o
adolescente.

3. La práctica de las pruebas que estime necesarias para establecer los hechos que configuran
la presunta vulneración o amenaza de los derechos del niño, niña o adolescente.

ARTÍCULO 100. TRÁMITE. <Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley 1878 de 2018.
El nuevo texto es el siguiente:> Una vez se dé apertura al Proceso Administrativo de
Restablecimiento de Derechos a favor de un niño, niña o adolescente, el funcionario notificará y
correrá traslado del auto de apertura por cinco (5) días, a las personas que de conformidad con el
artículo 99 del presente Código deben ser citadas, para que se pronuncien y aporten las pruebas
que deseen hacer valer.

Vencido el traslado, la autoridad administrativa decretará de oficio o a solicitud de parte, las
pruebas que no hayan sido ordenadas en el auto de apertura, que sean conducentes, útiles y
pertinentes, las cuales se practicarán en audiencia de pruebas y fallo o fuera de ella, de acuerdo
con su naturaleza y con sujeción a las reglas del procedimiento civil vigente.

Las pruebas que fueron debidamente decretadas deberán practicarse, en caso contrario, la
autoridad administrativa competente, mediante auto motivado revocará su decreto.

De las pruebas practicadas antes de la audiencia de pruebas y fallo, mediante auto notificado por
estado, se correrá traslado a las partes por un término de 5 días, para que se pronuncien conforme
a las reglas establecidas en el procedimiento civil vigente.

Vencido el término del traslado, mediante auto que será notificado por estado, se fijará la fecha
para la audiencia de pruebas y fallo, en donde se practicarán las pruebas que no hayan sido
adelantadas, se dará traslado de estas y se emitirá el fallo que en derecho corresponda.

El fallo es susceptible de recurso de reposición que debe interponerse verbalmente en la
audiencia, por quienes asistieron a la misma, y para quienes no asistieron se les notificará por
Estado; el recurso se interpondrá en los términos del Código General del Proceso y se resolverá
dentro de los diez (10) días siguientes a su formulación.

Concordancias

Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012); Art. 318; Art. 319

Resuelto el recurso de reposición o vencido el término para interponerlo, el expediente deberá
ser remitido al juez de familia para homologar el fallo, si dentro de los quince (15) días
siguientes a su ejecutoria, alguna de las partes o el Ministerio Público manifiestan su
inconformidad con la decisión. El Ministerio Público lo solicitará con las expresiones de las
razones en que funda su oposición.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este inciso (parcial) por
ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-423-23 de 18 de octubre de 2023, Magistrada
Ponente Dra. Diana Fajardo Rivera.

El juez resolverá en un término no superior a veinte (20) días, contados a partir del día siguiente
a la radicación del proceso.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este inciso (parcial) por
ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-360-21 de 21 de octubre de 2021, Magistrado
Ponente Dr. Antonio José Lizarazo Ocampo.

En todo caso, la definición de la situación jurídica deberá resolverse declarando en vulneración
de derechos o adoptabilidad al niño, niña y adolescente, dentro de los seis (6) meses siguientes,
contados a partir del conocimiento de la presunta amenaza o vulneración de los derechos del
menor de edad, término que será improrrogable y no podrá extenderse ni por actuación de
autoridad administrativa o judicial.

Vencido el término para fallar o para resolver el recurso de reposición sin haberse emitido la
decisión correspondiente, la autoridad administrativa perderá competencia para seguir
conociendo del asunto y remitirá dentro de los tres (3) días siguientes el expediente al juez de
familia para que resuelva el recurso o defina la situación jurídica del niño, niña o adolescente en
un término máximo de dos (2) meses. Cuando el juez reciba el expediente deberá informarlo a la
Procuraduría General de la Nación para que se promueva la investigación disciplinaria a que
haya lugar.

El juez resolverá en un término no superior a dos (2) meses, contados a partir del día siguiente a
la radicación del proceso, so pena que se promueva la investigación disciplinaria a que haya
lugar.

Si el juez no resuelve el proceso en este término, perderá competencia para seguir conociendo
del asunto, remitirá inmediatamente el expediente al juez de familia que le sigue en turno y se
pondrá en conocimiento del Consejo Superior de la Judicatura.

En los casos que la autoridad administrativa pierda competencia y no remita el proceso al Juez
de Familia dentro del término señalado en este artículo, el Director Regional del ICBF estará
facultado para remitirlo al juez de familia.

PARÁGRAFO 1o. En caso de evidenciarse vulneración de derechos susceptibles de conciliación
en cualquier etapa del proceso, el funcionario provocará la conciliación y en caso de que fracase
o se declare fallida, mediante resolución motivada fijará las obligaciones provisionales respecto a
custodia, alimentos y visitas y en caso de que alguna de las partes lo solicite dentro de los cinco
(5) días siguientes, el funcionario presentará demanda ante el Juez competente.

Concordancias



ESTATUTO DE CONCILIACIÓN - Ley 2220 de 2022; Art. 69

Ley 1098 de 2006; Art. 52 Par. 3o.

PARÁGRAFO 2o. La subsanación de los yerros que se produzcan en el trámite administrativo,
podrán hacerse mediante auto que decrete la nulidad de la actuación específica, siempre y cuando
se evidencien antes del vencimiento del término para definir la situación jurídica; en caso de
haberse superado este término, la autoridad administrativa competente no podrá subsanar la
actuación y deberá remitir el expediente al Juez de Familia para su revisión, quien determinará si
hay lugar a decretar la nulidad de lo actuado y en estos casos, resolver de fondo la situación
jurídica del niño, niña y adolescente conforme los términos establecidos en esta ley e informará a
la Procuraduría General de la Nación.

PARÁGRAFO 3o. Para el efectivo cumplimiento de este artículo, los entes territoriales y el
ICBF, dentro de su organización administrativa adoptarán las medidas necesarias para que la
información respecto a la presunta vulneración o amenaza de derechos se ponga en conocimiento
de la autoridad administrativa en el menor tiempo posible.

PARÁGRAFO 4o. El incumplimiento de los términos para la tramitación y decisión del proceso
administrativo de restablecimiento de derechos por parte de las autoridades administrativas y
judiciales será causal de falta gravísima.

PARÁGRAFO 5o. Son causales de nulidad del proceso de restablecimiento de derechos las
contempladas en el Código General del Proceso, las cuales deberán ser decretadas mediante auto
motivado, susceptible de recurso de reposición, siempre y cuando se evidencien antes del
vencimiento del término de seis (6) meses señalado anteriormente. En caso de haberse superado
este término, la autoridad administrativa deberá remitir el expediente al Juez de Familia para que
asuma la competencia.

PARÁGRAFO 6o. En todo caso, ante cualquier vacío jurídico deberá remitirse a lo
reglamentado en la legislación procesal civil vigente.

PARÁGRAFO 7o. Cuando la definición de la situación jurídica concluya con resolución que
deje en firme el consentimiento para la adopción, deberá adelantar el trámite establecido en los
incisos 2 y 3 del artículo 108 del presente Código.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley 1878 de 2018, 'por medio de la cual se
modifican algunos artículos de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la
Infancia y la Adolescencia, y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No.
50.471 de 9 de enero de 2018.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Aparte en letra itálica del texto original declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados,
por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado
Ponente Dr. Jaime Araújo Rentaría. INHIBIDA de fallar sobre el inciso 1o. y el parágrafo 2o.
original por ineptitud de la demanda. Estarse a lo resuelto en la Sentencia C-228-08, respecto
del cargo de vulneración del principio de la doble instancia.

- Aparte en letra itálica del inciso 3o. original declarado EXEQUIBLE, por los cargos
analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-690-08 de 9 de julio de 2008,
Magistrado Ponente Dr. Nilson Pinilla Pinilla.

Destaca el editoe el siguiente aparte de la sentencia:

'De tal suerte, existe una justificación objetiva y razonable, en la medida que la oportunidad
que se les da a quienes no pudieron asistir a la audiencia, favorece a los menores, pues la
norma pretende que acudan a la diligencia las personas interesadas o implicadas en “las
obligaciones de protección al menor, incluyendo la obligación provisional de alimentos,
visitas y custodia”, y si bien debió cumplirse la citación de la autoridad administrativa, el
otorgamiento de un mayor plazo para que el ausente ejerza sus derechos, permite compensar
cualquier tipo de dificultad que se haya presentado.

'Es claro el deber de los interesados de acudir a la citada audiencia, pero entre aquél que
asistió y quien no pudo concurrir a ella por cualquier motivo, que corresponderá justificar,
existen condiciones fácticas que los diferencian para que el derecho a impugnar sea real, de
lo cual concluye la Corte que la norma acusada sí persigue un objetivo razonable, legítimo y
constitucionalmente válido.'

- Apartes subrayados del texto original declarados EXEQUIBLES, por el cargo analizado,
por la Corte Constitucional mediante Sentencia Sentencia C-228-08 de 5 de marzo de 2008,
Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería. Fallo inhibitorio con respecto a la expresión
'de la solicitud' del inciso 3o.

Concordancias

Código del Menor; Art. 136 (DEROGADO)

Código de Procedimiento Civil; Art. 101; Art. 325; Art. 427 a 434; Arts. 435 a 440

Decreto Legislativo 460 de 2020; Art. 2

Ley 640 de 2001; Art. 31

Decreto 1818 de 1998; Título IV

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1098 de 2006:

ARTÍCULO 100. Cuando se trate de asuntos que puedan conciliarse, el defensor o el
comisario de familia o, en su caso, el inspector de policía citará a las partes, por el medio más
expedito, a audiencia de conciliación que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes
al conocimiento de los hechos. Si las partes concilian se levantará acta y en ella se dejará
constancia de lo conciliado y de su aprobación.

Fracasado el intento de conciliación, o transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin
haberse realizado la audiencia, y cuando se trate de asuntos que no la admitan, el funcionario
citado procederá establecer mediante resolución motivada las obligaciones de protección al
menor, incluyendo la obligación provisional de alimentos, visitas y custodia.

El funcionario correrá traslado de la solicitud, por cinco días, a las demás personas
interesadas o implicadas de la solicitud, para que se pronuncien y aporten las pruebas que
deseen hacer valer. Vencido el traslado decretará las pruebas que estime necesarias, fijará
audiencia para practicarlas con sujeción a las reglas del procedimiento civil y en ella fallará
mediante resolución susceptible de reposición. Este recurso deberá interponerse verbalmente
en la audiencia, por quienes asistieron en la misma, y para quienes no asistieron a la
audiencia se les notificará por estado y podrán interponer el recurso, en los términos del
Código de Procedimiento Civil.

Resuelto el recurso de reposición o vencido el término para interponerlo, el expediente
deberá ser remitido al Juez de Familia para homologar el fallo, si dentro de los cinco días
siguientes a su ejecutoria alguna de las partes o el Ministerio Público lo solicita con
expresión de las razones en que se funda la inconformidad, el Juez resolverá en un término
no superior a 10 días.

PARÁGRAFO 1o. Cuando lo estime aconsejable para la averiguación de los hechos, el
defensor, el comisario de familia o, en su caso, el inspector de policía, podrán ordenar que el
equipo técnico interdisciplinario de la defensoría o de la comisaría, o alguno de sus
integrantes, rinda dictamen pericial.

PARÁGRAFO 2o. En todo caso, la actuación administrativa deberá resolverse dentro de los
cuatro meses siguientes a la fecha de la presentación de la solicitud o a la apertura oficiosa de
la investigación, y el recurso de reposición que contra el fallo se presente deberá ser resuelto
dentro de los diez días siguientes al vencimiento del término para interponerlo. Vencido el
término para fallar o para resolver el recurso de reposición sin haberse emitido la decisión
correspondiente, la autoridad administrativa perderá competencia para seguir conociendo del
asunto y remitirá inmediatamente el expediente al Juez de Familia para que, de oficio,
adelante la actuación o el proceso respectivo. Cuando el Juez reciba el expediente deberá
informarlo a la Procuraduría General de la Nación para que se promueva la investigación
disciplinaria a que haya lugar.

Excepcionalmente y por solicitud razonada del defensor, el comisario de familia o, en su
caso, el inspector de policía, el director regional podrá ampliar el término para fallar la
actuación administrativa hasta por dos meses más, contados a partir del vencimiento de los
cuatro meses iniciales, sin que exista en ningún caso nueva prórroga.



ARTÍCULO 101. CONTENIDO DEL FALLO. La resolución deberá contener una síntesis de
los hechos en que se funda, el examen crítico de las pruebas y los fundamentos jurídicos de la
decisión.

Cuando contenga una medida de restablecimiento deberá señalarla concretamente, explicar su
justificación e indicar su forma de cumplimiento, la periodicidad de su evaluación y los demás
aspectos que interesen a la situación del niño, niña o adolescente. La resolución obliga a los
particulares y a las autoridades prestadoras de servicios requeridos para la ejecución inmediata de
la medida.

ARTÍCULO 102. CITACIONES Y NOTIFICACIONES. <Artículo modificado por el
artículo 5 de la Ley 1878 de 2018. El nuevo texto es el siguiente:> La citación ordenada en la
providencia de apertura de investigación se practicará en la forma prevista en la legislación de
Procedimiento Civil vigente para la notificación personal, siempre que se conozca la identidad y
la dirección de las personas que deban ser citadas. Cuando se ignore la identidad o la dirección
de quienes deban ser citados, la citación se realizará mediante publicación en una página de
Internet del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar por un término de cinco días y por
transmisión en un medio masivo de comunicación, que incluirá una fotografía del niño, si fuere
posible.

La notificación en este último caso se entenderá surtida si transcurridos cinco (5) días, contados a
partir del cumplimiento del término establecido para las publicaciones en los medios de
comunicación, el citado no comparece.

Las providencias que se dicten en el curso de las audiencias y diligencias se consideran
notificadas en estrados inmediatamente después de proferidas, aun cuando las partes no hayan
concurrido.

Las demás notificaciones se surtirán mediante aviso que se remitirá por medio de servicio postal
autorizado, acompañado de una copia de la providencia correspondiente.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 5 de la Ley 1878 de 2018, 'por medio de la cual se
modifican algunos artículos de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la
Infancia y la Adolescencia, y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No.
50.471 de 9 de enero de 2018.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo original declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE, por los cargos
analizados, y aparte tachado 'o' declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-228-08 de 5 de marzo de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentería, '...en el entendido de que cuando se ignore la identidad o la dirección
de quienes deban ser citados, la citación deberá realizarse mediante publicación en una
página de Internet del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar por tiempo no inferior a
cinco días, y por transmisión en un medio masivo de comunicación, que incluirá una
fotografía del niño, si fuere posible.'.



Concordancias

Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012); Art. 291

Código de Procedimiento Civil; Art. 315

Código del Menor; Art. 39; Art. 40 (DEROGADOS)

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1098 de 2006:

ARTÍCULO 102. <Aparte tachado INEXEQUIBLE. Aparte subrayado declarado
CONDICIONALMENTE exequible> La citación ordenada en la providencia de apertura de
investigación se practicará en la forma prevista en el Código de Procedimiento Civil para la
notificación personal, siempre que se conozca la identidad y la dirección de las personas que
deban ser citadas. Cuando se ignore la identidad o la dirección de quienes deban ser citados,
la citación se realizará mediante publicación en una página de Internet del Instituto
Colombiano de Bienestar Familiar por tiempo no inferior a cinco días, o <y> por transmisión
en un medio masivo de comunicación, que incluirá una fotografía del niño, si fuere posible.

Las providencias que se dicten en el curso de las audiencias y diligencias se consideran
notificadas en estrados inmediatamente después de proferidas, aun cuando las partes no
hayan concurrido.

Las demás notificaciones se surtirán mediante aviso que se remitirá por medio de servicio
postal autorizado, acompañado de una copia de la providencia correspondiente.

ARTÍCULO 103. CARÁCTER TRANSITORIO DE LAS MEDIDAS DE
RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS Y DE LA DECLARATORIA DE
VULNERACIÓN. <Artículo modificado por el artículo 6 de la Ley 1878 de 2018. El nuevo
texto es el siguiente:> La autoridad administrativa que tenga la competencia del proceso podrá
modificar las medidas de restablecimiento de derechos previstas en este Código cuando esté
demostrada la alteración de las circunstancias que dieron lugar a ellas. La resolución que así lo
disponga se proferirá en audiencia y estará sometida a los mecanismos de oposición establecidos
para el fallo en el artículo 100 del presente Código, cuando la modificación se genere con
posterioridad a dicha actuación.

El auto que fije fecha y hora para la audiencia se notificará por estado y no tendrá recursos.

Cuando el cambio de medida se produzca antes de la audiencia de pruebas y fallo, deberá
realizarse mediante auto motivado, notificado por estado, el cual no es susceptible de recurso
alguno.

En los procesos donde se declare en situación de vulneración de derechos a los niños, niñas y
adolescentes, la autoridad administrativa deberá hacer seguimiento por un término que no exceda
seis (6) meses, contados a partir de la ejecutoria del fallo, término en el cual determinará si
procede el cierre del proceso cuando el niño, niña o adolescente esté ubicado en medio familiar y
ya se hubiera superado la vulneración de derechos; el reintegro al medio familiar cuando el niño
se hubiera encontrado institucionalizado y la familia cuente con las condiciones para garantizar
sus derechos; o la declaratoria de adoptabilidad cuando del seguimiento se hubiera establecido



que la familia no cuenta con las condiciones para garantizar los derechos.

En los casos excepcionales que la autoridad administrativa considere que debe superarse el
término de seguimiento, deberá prorrogarlo mediante resolución motivada por un término que no
podrá exceder de seis (6) meses, contados a partir del vencimiento del término de seguimiento
inicial. La prórroga deberá notificarse por Estado.

<Inciso modificado por el artículo 208 de la Ley 1955 de 2019. El nuevo texto es el siguiente:>
El Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos con el seguimiento tendrá una
duración de dieciocho (18) meses, contados a partir del conocimiento de los hechos por parte de
la autoridad administrativa hasta la declaratoria de adoptabilidad o el cierre del proceso por
haberse evidenciado con los seguimientos, que la ubicación en medio familiar fue la medida
idónea.

Notas de Vigencia

- No derogado expresamente por planes de desarrollo posteriores.

- Inciso modificado por el artículo 208 de la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada
en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de mayo 2019.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.

Legislación Anterior

Texto modificado por la Ley 1878 de 2018:

<INCISO 6> En ningún caso el Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos
con el seguimiento podrá exceder los dieciocho (18) meses, contados a partir del
conocimiento de los hechos por parte de la autoridad administrativa hasta la declaratoria de
adoptabilidad o el reintegro del niño, niña o adolescente a su medio familiar.

Cuando la autoridad administrativa supere los términos establecidos en este artículo sin resolver
de fondo la situación jurídica o cuando excedió el término inicial de seguimiento sin emitir la
prórroga, perderá competencia de manera inmediata y deberá remitir el expediente al Juez de
Familia para que este decida de fondo la situación jurídica en un término no superior a dos (2)
meses. Si la autoridad administrativa no remite el expediente, el Director Regional hará la
remisión al Juez de Familia.

<Inciso adicionado por el artículo 208 de la Ley 1955 de 2019. El nuevo texto es el siguiente:>
Con el fin de garantizar una atención con enfoque diferencial, en los casos en que se advierta que
un proceso no puede ser definido de fondo en el término máximo establecido, por las situaciones
fácticas y probatorias que reposan en el expediente, el ICBF reglamentará un mecanismo para
analizar el proceso y darle el aval a la autoridad administrativa para la ampliación del término.

Notas de Vigencia



- No derogado expresamente por planes de desarrollo posteriores.

- Inciso adicionado por el artículo 208 de la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada
en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de mayo 2019.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.

<Inciso adicionado por el artículo 208 de la Ley 1955 de 2019. El nuevo texto es el siguiente:>
Cuando se trata de procesos administrativos de restablecimiento de derechos de niños, niñas,
adolescentes y adultos con discapacidad en los cuales se hubiere superado la vulneración de
derechos, transitoriamente se continuará con la prestación del servicio de la modalidad de
protección cuando se requiera, hasta tanto la entidad correspondiente del Sistema Nacional de
Bienestar Familiar garantice la prestación del servicio de acuerdo con sus competencias legales.

Notas de Vigencia

- No derogado expresamente por planes de desarrollo posteriores.

- Inciso adicionado por el artículo 208 de la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada
en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de mayo 2019.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.

<Inciso adicionado por el artículo 208 de la Ley 1955 de 2019. El nuevo texto es el siguiente:>
En los casos en que se otorgue el aval, la autoridad administrativa emitirá una resolución
motivada decretando la ampliación del término y relacionando el acervo documental que soporta
esta decisión.

Notas de Vigencia

- No derogado expresamente por planes de desarrollo posteriores.

- Inciso adicionado por el artículo 208 de la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada
en el Diario Oficial No. 50.964 de 25 de mayo 2019.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.

Notas de Vigencia



- Artículo modificado por el artículo 6 de la Ley 1878 de 2018, 'por medio de la cual se
modifican algunos artículos de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la
Infancia y la Adolescencia, y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No.
50.471 de 9 de enero de 2018.

Concordancias

Código del Menor; Art. 59; Art. 64 (DEROGADO)

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1098 de 2006:

ARTÍCULO 103. CARÁCTER TRANSITORIO DE LAS MEDIDAS. La autoridad
administrativa que haya adoptado las medidas de protección previstas en este Código podrá
modificarlas o suspenderlas cuando esté demostrada la alteración de las circunstancias que
dieron lugar a ellas. La resolución que así lo disponga se notificará en la forma prevista en el
inciso 3o del artículo anterior y estará sometida a la impugnación y al control judicial
establecidos para la que impone las medidas.

Este artículo no se aplicará cuando se haya homologado por el juez la declaratoria de
adoptabilidad o decretado la adopción.

ARTÍCULO 104. COMISIÓN Y PODER DE INVESTIGACIÓN. Con miras a la protección
de los derechos reconocidos en este código, los defensores de familia, el comisario o, en su
defecto, el inspector de policía podrán comisionar a las autoridades administrativas que cumplan
funciones de policía judicial, para la práctica de pruebas fuera de su sede, en la forma prevista en
el Código de Procedimiento Civil.

Con el mismo propósito los citados funcionarios también podrán solicitar información al
respectivo pagador y a la Dirección de Impuestos Nacionales sobre la solvencia de las personas
obligadas a suministrar alimentos.

Concordancias

Código del Menor; Art. 149 (DEROGADO)

PARÁGRAFO. El defensor, el comisario de familia o, en su caso, el inspector de policía podrán
sancionar con multa de uno a tres salarios mínimos legales mensuales vigentes, a los particulares
que rehúsen o retarden el trámite de las solicitudes formuladas en ejercicio de las funciones que
esta ley les atribuye. Si el renuente fuere servidor público, además se dará aviso al respectivo
superior y a la Procuraduría General de la Nación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentaría.

Concordancias



Decreto Legislativo 460 de 2020

ARTÍCULO 105. ENTREVISTA DEL NIÑO, NIÑA O ADOLESCENTE. El defensor o el
comisario de familia entrevistará al niño, niña o adolescente para establecer sus condiciones
individuales y las circunstancias que lo rodean.

Concordancias

Código del Menor; Art. 38 (DEROGADO)

ARTÍCULO 106. ALLANAMIENTO Y RESCATE. <Artículo CONDICIONALMENTE
exequible> Siempre que el defensor o el comisario de familia tengan indicios de que un niño,
una niña o un adolescente se halla en situación de peligro, que comprometa su vida o integridad
personal procederá a su rescate con el fin de prestarle la protección necesaria. Cuando las
circunstancias lo aconsejen practicará allanamiento al sitio donde el niño, niña o adolescente se
encuentre, siempre que le sea negado el ingreso después de haber informado sobre su propósito,
o no haya quien se lo facilite. Es obligación de la fuerza pública prestarle el apoyo que para ello
solicite.

De lo ocurrido en la diligencia deberá levantarse acta.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por
la Corte Constitucional mediante Sentencia C-256-08 de 11 de marzo de 2008, Magistrado
Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, '...en el entendido de que previamente, el
defensor o el comisario de familia deberá en una decisión escrita, valorar las pruebas que
demuestran que se reúnen en cada caso los requisitos para que proceda el allanamiento con la
finalidad exclusiva de efectuar el rescate y proteger al menor de edad'.

Destaca el editor los siguientes apartes de la sentencia:

'En el marco de regulación de la medida de allanamiento y rescate que establecen los
artículos 86, numeral 6 y 106 de la Ley 1098 de 2006, es posible distinguir tres
circunstancias graves que darían lugar al ingreso de los defensores y comisarios de familia a
un domicilio ajeno para rescatar a un menor de edad en una situación de peligro que amenace
su vida o integridad personal: (i) en eventos de peligro objetivo, tales como incendios,
inundaciones, o derrumbes; (ii) cuando el menor solicite auxilio; y (iii) frente a eventos que
puedan constituir delitos, en los cuales el menor sea una posible víctima de la conducta
delictiva.

'Para garantizar el cumplimiento de la finalidad preventiva y protectora de la medida, será
suficiente que existan indicios serios de los cuales sea razonable inferir la existencia de una
situación de peligro grave para la vida o integridad del menor. Este estándar probatorio,
mucho menos riguroso que “los motivos fundados” exigidos en el allanamiento judicial
asegura que la información a partir de la cual se analiza si existe un peligro grave para la vida
o integridad del menor que justifique el allanamiento con fines de rescate, contenga algún
elemento objetivo que permita valorar su seriedad y veracidad, y que luego de tal valoración,



el defensor o comisario de familia concluya sobre la necesidad de acudir a un fiscal'.

Concordancias

Código del Menor; Art. 43 (DEROGADO)

ARTÍCULO 107. CONTENIDO DE LA DECLARATORIA DE ADOPTABILIDAD O DE
VULNERACIÓN DE DERECHOS. <Artículo modificado por el artículo 7 de la Ley 1878 de
2018. El nuevo texto es el siguiente:> En la resolución que declare la situación de adoptabilidad,
o de vulneración de derechos del niño, niña o adolescente, se ordenará una o varias de las
medidas de restablecimiento consagradas en este Código.

En la resolución de vulneración se indicará la cuota mensual que deberán suministrar los padres
o las personas de quienes dependa el niño, la niña o el adolescente, para su sostenimiento
mientras se encuentre bajo una medida de restablecimiento, cuando a ello haya lugar.

PARÁGRAFO. Para garantizar la adecuada atención del niño, niña o adolescente en el seno de
su familia, el Defensor de Familia podrá disponer que los padres o las personas a cuyo cargo se
encuentre, cumplan algunas de las siguientes actividades:

1. Asistencia a un programa oficial o comunitario de orientación o de tratamiento familiar.

2. Asistencia a un programa de asesoría, orientación o tratamiento de alcohólicos o adictos a
sustancias que produzcan dependencia.

3. Asistencia a un programa de tratamiento psicológico o psiquiátrico.

4. Cualquiera otra actividad que contribuya a garantizar el ambiente adecuado para el desarrollo
del niño, niña o adolescente.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 7 de la Ley 1878 de 2018, 'por medio de la cual se
modifican algunos artículos de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la
Infancia y la Adolescencia, y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No.
50.471 de 9 de enero de 2018.

Concordancias

Código del Menor; Art. 58 (DEROGADO)

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1098 de 2006:

ARTÍCULO 107. En la resolución que declare la situación de adoptabilidad o de vulneración
de derechos del niño, niña o adolescente, se ordenará una o varias de las medidas de
restablecimiento consagradas en este Código.

En la misma resolución se indicará la cuota mensual que deberán suministrar los padres o las
personas de quienes dependa el niño, la niña o el adolescente, para su sostenimiento mientras
se encuentre bajo una medida de restablecimiento, cuando a ello haya lugar.

PARÁGRAFO 1o. Dentro de los veinte días siguientes a la ejecutoria de la resolución que
declara la adoptabilidad podrán oponerse las personas a cuyo cargo estuviere el cuidado, la
crianza y educación del niño, niña o adolescente, aunque no lo hubieren hecho durante la
actuación administrativa. Para ello deberán expresar las razones en que se fundan y aportar
las pruebas que sustentan la oposición.

PARÁGRAFO 2o. Para garantizar la adecuada atención del niño, niña o adolescente en el
seno de su familia, el Defensor de Familia podrá disponer que los padres o las personas a
cuyo cargo se encuentre, cumplan algunas de las siguientes actividades:

1. Asistencia a un programa oficial o comunitario de orientación o de tratamiento familiar.

2. Asistencia a un programa de asesoría, orientación o tratamiento de alcohólicos o adictos a
sustancias que produzcan dependencia.

3. Asistencia a un programa de tratamiento psicológico o psiquiátrico.

4. Cualquiera otra actividad que contribuya a garantizar el ambiente adecuado para el
desarrollo del niño, niña o adolescente.

ARTÍCULO 108. DECLARATORIA DE ADOPTABILIDAD. <Artículo modificado por el
artículo 8 de la Ley 1878 de 2018. El nuevo texto es el siguiente:> Cuando se declare la
adoptabilidad de un niño, una niña o un adolescente habiendo existido oposición en cualquier
etapa de la actuación administrativa, y cuando la oposición se presente en la oportunidad prevista
en el artículo 100 del presente Código, el Defensor de Familia deberá remitir el expediente al
Juez de Familia para su homologación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este inciso (parcial) por
ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-423-23 de 18 de octubre de 2023, Magistrada
Ponente Dra. Diana Fajardo Rivera.

En los demás casos, la resolución que declare la adoptabilidad producirá, respecto de los padres,
la terminación de la patria potestad del niño, niña o adolescente adoptable y deberá solicitarse la
inscripción en el libro de Varios y en el registro civil del menor de edad de manera inmediata a la
ejecutoria. La Registraduría del Estado Civil deberá garantizar que esta anotación se realice en
un término no superior a diez (10) días a partir de la solicitud de la autoridad.



Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este inciso (parcial) por
ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-423-23 de 18 de octubre de 2023, Magistrada
Ponente Dra. Diana Fajardo Rivera.

Una vez realizada la anotación de la declaratoria de adoptabilidad en el libro de varios y en el
registro civil del niño, la niña o adolescente, el Defensor de Familia deberá remitir la historia de
atención al Comité de Adopciones de la regional correspondiente, en un término no mayor a diez
(10) días.

PARÁGRAFO. En firme la providencia que declara al niño, niña o adolescente en adoptabilidad
o el acto de voluntad de darlo en adopción, no podrá adelantarse proceso alguno de reclamación
de la paternidad, o maternidad, ni procederá el reconocimiento voluntario del niño, niña o
adolescente, y de producirse serán nulos e ineficaces de pleno derecho.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 8 de la Ley 1878 de 2018, 'por medio de la cual se
modifican algunos artículos de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la
Infancia y la Adolescencia, y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No.
50.471 de 9 de enero de 2018.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo (parcial) -texto
modificado por la Ley 1878 de 2018- por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-
360-21 de 21 de octubre de 2021, Magistrado Ponente Dr. Antonio José Lizarazo Ocampo.

Concordancias

Ley 1098 de 2006; Art. 61; Art. 60; Art. 62

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1098 de 2006:

ARTÍCULO 108. HOMOLOGACIÓN DE LA DECLARATORIA DE ADOPTABILIDAD.
Cuando se declare la adoptabilidad de un niño, una niña o un adolescente habiendo existido
oposición en la actuación administrativa, y cuando la oposición se presente en la oportunidad
prevista en el parágrafo primero del artículo anterior, el Defensor de Familia deberá remitir el
expediente al Juez de Familia para su homologación.

En los demás casos la resolución que declare la adoptabilidad producirá, respecto de los
padres, la terminación de la patria potestad del niño, niña o adolescente adoptable y deberá
ser inscrita en el libro de varios de la notaría o de la oficina de registro civil.

ARTÍCULO 109. RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD. <Aparte tachado derogado por
el artículo 48 Lit. a)  de la Ley 2126 de 2021> Cuando el padre extramatrimonial reconozca, ante



el defensor, el comisario de familia o el inspector de policía, la paternidad de un niño, una niña o
un adolescente, se levantará acta y se ordenará su inscripción en el registro del estado civil.

Notas de Vigencia

- Expresión “el comisario de familia” derogada por el artículo 48 Lit. a)  de la Ley 2126 de
2021, 'por la cual se regula la creación, conformación y funcionamiento de las Comisarías de
Familia, se establece el órgano rector y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario
Oficial No. 51.756 de 4 de agosto de 2021.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentaría.

ARTÍCULO 110. PERMISO PARA SALIR DEL PAÍS. <Ver Notas del Editor> <Artículo
modificado por el artículo 9 de la Ley 1878 de 2018. El nuevo texto es el siguiente:> Cuando un
niño, una niña o un adolescente que tiene residencia en Colombia vaya a salir del país con uno de
los padres o con una persona distinta a los representantes legales deberá obtener previamente el
permiso de aquel con quien no viajare o el de aquellos, debidamente autenticado ante notario o
autoridad consular. Dicho permiso deberá contener el lugar de destino, el propósito del viaje y la
fecha de salida e ingreso de nuevo al país.

Notas del Editor

- Además de lo dispuesto en este artículo, no se requerirá la autorización del padre o madre
que se encuentre inscrito en el Registro de Deudores Alimentarios Morosos -RADAM-,
según lo dispuesto en el artículo 6 Num. 6 de la Ley 2097 de 2021, 'por medio de la cual se
crea el Registro de Deudores Alimentarios Morosos (Redam) y se dictan otras disposiciones',
publicada en el Diario Oficial No. 51.723 de 2 de julio de 2021.

No se requerirá autorización de los padres a quienes se les haya suspendido o privado de la patria
potestad.

Los menores de edad con residencia habitual en el exterior, igual o superior a un (1) año, y que
vayan a salir del país con uno solo de sus progenitores, no requerirán autorización cuando
decidan volver a aquella. Para efectos de la salida del país deberán aportar certificación de
residencia en el exterior, expedido por el consulado competente o la inscripción consular y copia
del documento en el cual se establezca la custodia en cabeza del progenitor con quien va a salir.
La solicitud del trámite de custodia podrá presentarse ante la autoridad consular correspondiente,
quienes remitirán a la autoridad competente en Colombia.

En los casos en los que el menor de edad con residencia habitual en el exterior, igual o superior a
un (1) año vaya a salir del país con un tercero, deberá contar con el permiso de salida otorgado
por el progenitor que ostente la custodia.

Para los menores de edad que tengan una residencia en otro país menor a un (1) año, deberán
realizar el trámite establecido en el inciso primero de este artículo.



Cuando un niño, niña o adolescente con residencia en Colombia, carezca de representante legal,
se desconozca su paradero o no se encuentre en condiciones de otorgarlo, el permiso para la
salida del país lo otorgará el Defensor de Familia con sujeción a las siguientes reglas:

1. Legitimación. La solicitud deberá ser formulada por quien tenga el cuidado personal del niño,
niña o adolescente.

2. Requisitos de la solicitud. La solicitud deberá señalar los hechos en que se funda y el tiempo
de permanencia del niño, niña o adolescente en el exterior. Con ella deberá acompañarse el
registro civil de nacimiento y la prueba de los hechos alegados.

3. Trámite. Presentada la solicitud, el Defensor de Familia ordenará citar a los padres o al
representante legal que no la hayan suscrito y oficiará a Migración Colombia si existe
impedimento para salir del país del menor de edad.

Si dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación o al emplazamiento ninguno de
los citados se opone, el funcionario practicará las pruebas que estime necesarias, si a ello hubiere
lugar, y decidirá sobre el permiso solicitado.

En firme la resolución que concede el permiso, el Defensor de Familia remitirá copia de ella al
Ministerio de Relaciones Exteriores y a la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia.
El permiso tendrá vigencia por sesenta (60) días hábiles, contados a partir de su ejecutoria.

En caso de que oportunamente se presente oposición a la solicitud de permiso, el Defensor de
Familia remitirá el expediente al Juez de Familia, y por medio de telegrama avisará a los
interesados para que comparezcan al juzgado que corresponda por reparto.

PARÁGRAFO 1o. El Defensor de Familia otorgará de plano permiso de salida del país:

A los niños, las niñas o los adolescentes que ingresan al Programa de Víctimas y Testigos de la
Fiscalía General de la Nación.

A los niños, las niñas o los adolescentes, desvinculados o testigos en procesos penales, cuando
corre grave peligro su vida y su integridad personal.

A los niños, las niñas o los adolescentes, que van en misión deportiva, científica o cultural.

A los niños, las niñas o los adolescentes cuando requieren viajar por razones de tratamientos
médicos de urgencia al exterior.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 9 de la Ley 1878 de 2018, 'por medio de la cual se
modifican algunos artículos de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la
Infancia y la Adolescencia, y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No.
50.471 de 9 de enero de 2018.

- Parágrafo adicionado por el artículo 226 del Decreto 19 de 2012, publicado en el Diario
Oficial No. 48.308 de 10 de enero de 2012.

Concordancias



Código del Menor; Art. 337; Art. 338; Art. 339; Art. 340; Art. 341; Art. 342; Art. 343; Art.
344; Art. 345; Art. 346; Art. 347; Art. 348 (DEROGADOS)

Ley 962 de 2005; Art. 82

Decreto 2150 de 1995; Art. 9o.

Resolución MIGRACIÓN COLOMBIA 1081 de 2020

Doctrina Concordante

Los artículos 337 a 348 del Decreto 2737 de 1989 (Código del Menor) también se aplican a
los menores extranjeros domiciliados en Colombia –no a los turistas o transeúntes– excepto
en casos de pugna entre dichas disposiciones con el artículo 9 del Decreto 2150 de 1995 y
frente a los pactos internacionales que regulen el tratamiento a personal diplomático.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1098 de 2006:

ARTÍCULO 110. La autorización del Defensor de Familia para la salida del país de un niño,
niña o adolescente, cuando carezca de representante legal, se desconozca su paradero o no se
encuentre en condiciones de otorgarlo, se sujetará a las siguientes reglas:

1. Legitimación. La solicitud podrá ser formulada por quien tenga el cuidado personal del
niño, niña o adolescente.

2. Requisitos de la solicitud. La solicitud deberá señalar los hechos en que se funda y el
tiempo de permanencia del niño, niña o adolescente en el exterior. Con ella deberá
acompañarse el registro civil de nacimiento y la prueba de los hechos alegados.

3. Trámite. Presentada la solicitud, el Defensor de Familia ordenará citar a los padres o al
representante legal que no la hayan suscrito.

Si dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación o al emplazamiento ninguno de
los citados se opone, el funcionario practicará las pruebas que estime necesarias, si a ello
hubiere lugar, y decidirá sobre el permiso solicitado.

En firme la resolución que concede el permiso, el Defensor de Familia remitirá copia de ella
al Ministerio de Relaciones Exteriores y a la División de Extranjería del Departamento
Administrativo de Seguridad. El permiso tendrá vigencia por sesenta días hábiles contados a
partir de su ejecutoria.

En caso de que oportunamente se presente oposición a la solicitud de permiso, el Defensor de
Familia remitirá el expediente al Juez de Familia, y por medio de telegrama avisará a los
interesados para que comparezcan al juzgado que corresponda por reparto.

PARÁGRAFO 1o. Cuando un niño, una niña o un adolescente vaya a salir del país con uno
de los padres o con una persona distinta a los representantes legales deberá obtener
previamente el permiso de aquel con quien no viajare o el de aquellos, debidamente
autenticado ante notario o autoridad consular. Dicho permiso deberá contener el lugar de
destino, el propósito del viaje y la fecha de salida e ingreso de nuevo al país.



No se requerirá autorización de los padres a quienes se les haya suspendido o privado de la
patria potestad.

PARÁGRAFO 2. El Defensor de Familia otorgará de plano permiso de salida del país:

- A los niños, las niñas o los adolescentes que ingresan al programa de víctimas y testigos de
la Fiscalía General de la Nación.

- A los niños, las niñas o los adolescentes, desvinculados o testigos en procesos penales,
cuando corre grave peligro su vida y su integridad personal.

- A los niños, las niñas o los adolescentes, que van en misión deportiva, científica o cultural.

- A los niños, las niñas o los adolescentes cuando requieren viajar por razones de
tratamientos médicos de urgencia al exterior.

PARÁGRAFO 3. <Parágrafo adicionado por el artículo 226 del Decreto 19 de 2012. El
nuevo texto es el siguiente:> Los menores de edad con residencia en el exterior y que hayan
obtenido permiso para salir del País por una de las tres circunstancias enunciadas en el inciso
primero de este artículo, no requerirán de nueva autorización para salir del país, cuando
decidan volver a este.

ARTÍCULO 111. ALIMENTOS. Para la fijación de cuota alimentaria se observarán las
siguientes reglas:

1. La mujer grávida podrá reclamar alimentos a favor del hijo que está por nacer, respecto del
padre legítimo o del extramatrimonial que haya reconocido la paternidad.

2. Siempre que se conozca la dirección donde puede recibir notificaciones el obligado a
suministrar alimentos, el defensor o comisario de familia lo citará a audiencia de conciliación.
En caso contrario, elaborará informe que suplirá la demanda y lo remitirá al Juez de Familia para
que inicie el respectivo proceso. Cuando habiendo sido debidamente citado a la audiencia el
obligado no haya concurrido, o habiendo concurrido no se haya logrado la conciliación, fijará
cuota provisional de alimentos, pero sólo se remitirá el informe al juez si alguna de las partes lo
solicita dentro de los cinco días hábiles siguientes.

3. Cuando se logre conciliación se levantará acta en la que se indicará: el monto de la cuota
alimentaria y la fórmula para su reajuste periódico; el lugar y la forma de su cumplimento; la
persona a quien debe hacerse el pago, los descuentos salariales, las garantías que ofrece el
obligado y demás aspectos que se estimen necesarios para asegurar el cabal cumplimiento de la
obligación alimentaria. De ser el caso, la autoridad promoverá la conciliación sobre custodia,
régimen de visitas y demás aspectos conexos.

4. Lo dispuesto en este artículo se aplicará también al ofrecimiento de alimentos a niños, las
niñas o los adolescentes.

5. <Numeral derogado por el literal c) del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012. Rige a partir del
1o. de enero de 2014. En los términos del numeral 6) del artículo 627, ver en Legislación
Anterior el texto vigente hasta esta fecha>

Notas de Vigencia



- Numeral derogado por el literal c) del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012, 'por medio de la
cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones', publicada en el
Diario Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012. La derogatoria rige a partir del 1o. de enero
de 2014, en los términos del numeral 6) del artículo 627.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1098 de 2006:

5. El procedimiento para la fijación de la cuota alimentaria será el especial previsto
actualmente en el Decreto 2737 de 1989.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentaría.

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-228-08 de 5 de marzo de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentería.

Concordancias

Código de Menor; Art. 135; Art. 136; Art. 137; Art. 138; Art. 139; Art. 140; Art. 141; Art.
142; Art. 143; Art. 144; Art. 145; Art. 146; Art. 147 (Código derogado)

Ley 2242 de 2022; Art. 6

Ley 640 de 2001; Art. 32

ARTÍCULO 112. RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE LOS NIÑOS, LAS NIÑAS O
LOS ADOLESCENTES. Los niños, las niñas o los adolescentes indebidamente retenidos por
uno de sus padres, o por personas encargadas de su cuidado o por cualquier otro organismo en el
exterior o en Colombia, serán protegidos por el Estado Colombiano contra todo traslado ilícito u
obstáculo indebido para regresar al país. Para tales efectos se dará aplicación a la Ley 173 de
1994 aprobatoria del Convenio sobre aspectos civiles del secuestro internacional de niños,
suscrito en La Haya el 25 de octubre de 1980, a la Ley 620 de 2000 aprobatoria de la Convención
Interamericana sobre restitución internacional de menores, suscrita en Montevideo el 15 de julio
de 1989, y a las demás normas que regulen la materia.

Para los efectos de este artículo actuará como autoridad central el Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar. La Autoridad Central por intermedio del Defensor de familia adelantará las
actuaciones tendientes a la restitución voluntaria del niño, niña o adolescente y decretará las
medidas de restablecimiento de derechos a que haya lugar.

Concordancias

Ley 1098 de 2006; Art. 3



ARTÍCULO 113. AUTORIZACIÓN DE TRABAJO PARA LOS ADOLESCENTES.
<Aparte tachado derogado por el artículo 48 Lit. a)  de la Ley 2126 de 2021> Corresponde al
inspector de trabajo expedir por escrito la autorización para que un adolescente pueda trabajar, a
solicitud de los padres, del respectivo representante legal o del Defensor de Familia. A falta del
inspector del trabajo la autorización será expedida por el comisario de familia y en defecto de
este por el alcalde municipal.

Notas de Vigencia

- Expresión 'el comisario de familia y en defecto de este por” derogada por el artículo 48 Lit.
a)  de la Ley 2126 de 2021, 'por la cual se regula la creación, conformación y funcionamiento
de las Comisarías de Familia, se establece el órgano rector y se dictan otras disposiciones',
publicada en el Diario Oficial No. 51.756 de 4 de agosto de 2021.

La autorización estará sujeta a las siguientes reglas:

1. Deberá tramitarse conjuntamente entre el empleador y el adolescente;

2. La solicitud contendrá los datos generales de identificación del adolescente y del empleador,
los términos del contrato de trabajo, la actividad que va a realizar, la jornada laboral y el salario.

3. El funcionario que concedió el permiso deberá efectuar una visita para determinar las
condiciones de trabajo y la seguridad para la salud del trabajador.

4. Para obtener la autorización se requiere la presentación del certificado de escolaridad del
adolescente y si este no ha terminado su formación básica, el empleador procederá a inscribirlo
y, en todo caso, a facilitarle el tiempo necesario para continuar el proceso educativo o de
formación, teniendo en cuenta su orientación vocacional.

5. El empleador debe obtener un certificado de estado de salud del adolescente trabajador.

6. La autorización de trabajo o empleo para adolescentes indígenas será conferida por las
autoridades tradicionales de la respectiva comunidad teniendo en cuenta sus usos y costumbres.
En su defecto, la autorización será otorgada por el inspector del trabajo o por la primera
autoridad del lugar.

7. El empleador debe dar aviso inmediato a la autoridad que confirió la autorización, cuando se
inicie y cuando termine la relación laboral.

PARÁGRAFO. La autorización para trabajar podrá ser negada o revocada en caso de que no se
den las garantías mínimas de salud, seguridad social y educación del adolescente.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Expresión subrayada 'minimas' declarados EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la
Corte Constitucional mediante Sentencia C-250-19 de 5 de junio de 2019, Magistrado
Ponente Dr. José Fernando Reyes Cuartas.

Concordancias



Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social; Art 119

Código del Menor; Art. 239 (DEROGADO)

Doctrina Concordante

Concepto SENA 71716 de 2019

ARTÍCULO 114. JORNADA DE TRABAJO. La duración máxima de la jornada laboral de
los adolescentes autorizados para trabajar, se sujetará a las siguientes reglas:

1. Los adolescentes mayores de 15 y menores de 17 años, sólo podrán trabajar en jornada diurna
máxima de seis horas diarias y treinta horas a la semana y hasta las 6:00 de la tarde.

2. Los adolescentes mayores de diecisiete (17) años, sólo podrán trabajar en una jornada máxima
de ocho horas diarias y 40 horas a la semana y hasta las 8:00 de la noche.

Concordancias

Código del Menor; Art. 242 (DEROGADO)

Código Sustantivo del Trabajo; Art. 161 Literal b); Art. 171

Doctrina Concordante

Concepto SENA 62447 de 2022

ARTÍCULO 115. SALARIO. Los adolescentes autorizados para trabajar, tendrán derecho a
un salario de acuerdo a la actividad desempeñada y proporcional al tiempo trabajado. En ningún
caso la remuneración podrá ser inferior al salario mínimo legal vigente.

Concordancias

Código del Menor; Art. 243 (DEROGADO)

ARTÍCULO 116. DERECHOS EN CASO DE MATERNIDAD. Sin perjuicio de los
derechos consagrados en el Capítulo V del Título VIII del Código Sustantivo del Trabajo, la
jornada de la adolescente mayor de quince (15) y menor de dieciocho (18) años, no podrá
exceder de cuatro horas diarias a partir del séptimo mes de gestación y durante la lactancia, sin
disminución de su salario y prestaciones sociales.

Concordancias

Código Sustantivo del Trabajo; Art. 161; Art. 236; Art. 237; Art. 238; Art. 239; Art. 240;
Art. 241; Art. 242; Art. 243; Art. 244; Art. 245; Art. 246

Ley 2101 de 2021; Art. 2 Lit. b

Ley 50 de 1990; Art. 33

ARTÍCULO 117. PROHIBICIÓN DE REALIZAR TRABAJOS PELIGROSOS Y
NOCIVOS. Ninguna persona menor de 18 años podrá ser empleada o realizar trabajos que



impliquen peligro o que sean nocivos para su salud e integridad física o psicológica o los
considerados como peores formas de trabajo infantil. El Ministerio de la Protección Social en
colaboración con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, establecerán la clasificación de
dichas actividades de acuerdo al nivel de peligro y nocividad que impliquen para los
adolescentes autorizados para trabajar y la publicarán cada dos años periódicamente en distintos
medios de comunicación. Para la confección o modificación de estas listas, el Ministerio
consultará y tendrá en cuenta a las organizaciones de trabajadores y de empleadores, así como a
las instituciones y asociaciones civiles interesadas, teniendo en cuenta las recomendaciones de
los instrumentos e instancias internacionales especializadas.

Concordancias

Código Sustantivo del Trabajo; Art. 171; Art. 242 Num. 3o.

ARTÍCULO 118. GARANTÍAS ESPECIALES PARA EL ADOLESCENTE INDÍGENA
AUTORIZADO PARA TRABAJAR. En los procesos laborales en que sea demandante un
adolescente indígena será obligatoria la intervención de las autoridades de su respectivo pueblo.
Igualmente se informará a la Dirección de Etnias del Ministerio del Interior o de la dependencia
que haga sus veces.

CAPÍTULO V.

PROCEDIMIENTO JUDICIAL Y REGLAS ESPECIALES.

ARTÍCULO 119. COMPETENCIA DEL JUEZ DE FAMILIA EN UNICA INSTANCIA. Sin
perjuicio de las competencias asignadas por otras leyes, corresponde al juez de familia, en única
instancia:

1. La homologación de la resolución que declara la adoptabilidad de niños, niñas o adolescentes.

2. La revisión de las decisiones administrativas proferidas por el Defensor de Familia o el
comisario de familia, en los casos previstos en esta ley.

3. De la restitución internacional de niños, niñas y adolescentes.

4. Resolver sobre el restablecimiento de derechos cuando el defensor o el Comisario de Familia
haya perdido competencia.

PARÁGRAFO. Los asuntos regulados en este código deberían ser tramitados con prelación
sobre los demás, excepto los de tutela y habeas corpus, y en todo caso el fallo deberá proferirse
dentro de los dos meses siguientes al recibo de la demanda, del informe o del expediente, según
el caso. El incumplimiento de dicho término constituye causal de mala conducta.

ARTÍCULO 120. COMPETENCIA DEL JUEZ MUNICIPAL. El Juez Civil Municipal o
Promiscuo Municipal conocerá de los asuntos que la presente ley atribuye al juez de familia, en
única instancia en los lugares donde no exista este.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia Sentencia C-228-08 de 5 de marzo de 2008, Magistrado
Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

ARTÍCULO 121. INICIACIÓN DEL PROCESO Y ADOPCIÓN DE MEDIDAS
URGENTES. Los asuntos a que se refiere esta ley se iniciarán a instancia del Defensor de
Familia, del representante legal del niño, niña o adolescente, o de la persona que lo tenga bajo su
cuidado. El juez podrá iniciarlos también de oficio.

Al momento de iniciar el proceso el juez deberá adoptar las medidas de urgencia que la situación
amerite para proteger los derechos del niño, niña o adolescente.

Concordancias

Ley 1098 de 2006; Art. 86

Código del Menor; Art. 299 (DEROGADO)

ARTÍCULO 122. ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES Y PRONUNCIAMIENTO
OFICIOSO. Podrán acumularse en una misma demanda pretensiones relacionadas con uno o con
varios niños, niñas o adolescentes, respecto de los mismos padres, representantes legales, o
personas que los tengan bajo su cuidado, siempre que el juez sea competente para conocer de
todas.

El juez deberá pronunciarse sobre todas las situaciones establecidas en el proceso que
comprometan los intereses del niño, la niña o el adolescente, aunque no hubieren sido alegadas
por las partes y cuando todas ellas puedan tramitarse por el mismo procedimiento.

Concordancias

Código del Menor; Art. 350 Inciso 5o. (DEROGADO)

ARTÍCULO 123. HOMOLOGACIÓN DE LA DECLARATORIA DE ADOPTABILIDAD.
La sentencia de homologación de la declaratoria de adoptabilidad se dictará de plano; producirá,
respecto de los padres, la terminación de la patria potestad del niño, la niña o el adolescente
adoptable y deberá ser inscrita en el libro de varios de la notaría o de la Oficina de Registro del
Estado Civil.

Si el juez advierte la omisión de alguno de los requisitos legales, ordenará devolver el expediente
al Defensor de Familia para que lo subsane.

Concordancias

Código del Menor; Art. 61; Art. 62; Art. 63; Art. 112 (DEROGADOS)

ARTÍCULO 124. ADOPCIÓN. <Artículo modificado por el artículo 10 de la Ley 1878 de
2018. El nuevo texto es el siguiente:> Es competente para conocer el proceso de adopción en
primera instancia el juez de familia del domicilio de los adoptantes. Cuando se trate de la



adopción internacional, será competente cualquier juez de familia del país. La demanda solo
podrá ser formulada por los interesados en ser declarados adoptantes, mediante apoderado.

A la demanda se acompañarán los siguientes documentos:

1. El consentimiento para la adopción, si fuere el caso.

2. La copia de la declaratoria de adoptabilidad o de la autorización para la adopción, según el
caso.

3. El registro civil de nacimiento de los adoptantes y el del niño, niña o adolescente.

4. El registro civil de matrimonio o la prueba de la convivencia extramatrimonial de los
adoptantes.

5. La certificación del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o de una entidad autorizada
para el efecto, sobre la idoneidad física, mental, social y moral de los adoptantes, expedida con
antelación no superior a seis meses, y la constancia de la entidad respectiva sobre la integración
personal del niño, niña o adolescente con el adoptante o adoptantes.

6. El certificado vigente de antecedentes penales o policivos de los adoptantes.

7. La certificación actualizada sobre la vigencia de la licencia de funcionamiento de la institución
autorizada ante la cual se tramitó la adopción, si es el caso. El Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar será el competente para expedir las certificaciones de que habla este numeral, si fueren
requeridas.

8. La aprobación de cuentas del curador, si procede.

PARÁGRAFO. Para los fines de la adopción, la convivencia extramatrimonial podrá probarse
por cualquiera de los medios siguientes:

1. Inscripción del compañero o compañera permanente en los registros de las Cajas de
Compensación Familiar o de las instituciones de seguridad o previsión social, con antelación no
menor de dos (2) años al inicio del trámite de adopción.

2. Inscripción de la declaración de unión material de hecho, en la Notaría del lugar del domicilio
de la misma, con antelación no menor de dos (2) años al inicio del trámite de adopción.

3. El Registro Civil de Nacimiento de los hijos habidos por la pareja.

4. Los otros mecanismos previstos en la Ley 54 de 1990, modificada por la Ley 979 de 2005.

5. Cuando se trate de compañeros permanentes residentes en el exterior, la convivencia
extramatrimonial se probará de conformidad con la legislación del país de residencia de los
solicitantes, siempre y cuando los actos para acreditar esta convivencia sean adelantados con
antelación no menor de dos años al inicio del trámite de adopción.

Notas de Vigencia



- Artículo modificado por el artículo 10 de la Ley 1878 de 2018, 'por medio de la cual se
modifican algunos artículos de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la
Infancia y la Adolescencia, y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No.
50.471 de 9 de enero de 2018.

Concordancias

Código del Menor; Art. 104; Art. 105 (DEROGADOS)

Decreto Legislativo 567 de 2020

Ley 599 de 2000; Art. 232

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1098 de 2006:

ARTÍCULO 124. Es competente para conocer el proceso de adopción en primera instancia el
juez de familia del domicilio de la persona o entidad a cuyo cargo se encuentre el niño, niña
o adolescente. La demanda sólo podrá ser formulada por los interesados en ser declarados
adoptantes, mediante apoderado.

A la demanda se acompañarán los siguientes documentos:

1. El consentimiento para la adopción, si fuere el caso.

2. La copia de la declaratoria de adoptabilidad o de la autorización para la adopción, según el
caso.

3. El registro civil de nacimiento de los adoptantes y el del niño, niña o adolescente.

4. El registro civil de matrimonio o la prueba de la convivencia extramatrimonial de los
adoptantes.

5. La certificación del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o de una entidad
autorizada para el efecto, sobre la idoneidad física, mental, social y moral de los adoptantes,
expedida con antelación no superior a seis meses, y la constancia de la entidad respectiva
sobre la integración personal del niño, niña o adolescente con el adoptante o adoptantes.

6. El certificado vigente de antecedentes penales o policivos de los adoptantes.

7. La certificación actualizada sobre la vigencia de la licencia de funcionamiento de la
institución donde se encuentre albergado el niño, niña o adolescente, expedida por el Instituto
Colombiano de Bienestar Familiar.

8. La aprobación de cuentas del curador, si procede.

PARÁGRAFO. Para los fines de la adopción, la convivencia extramatrimonial podrá
probarse por cualquiera de los medios siguientes:

1. Inscripción del compañero o compañera permanente en los registros de las Cajas de
Compensación Familiar o de las instituciones de seguridad o previsión social.

2. Inscripción de la declaración de convivencia que haga la pareja, en la Notaría del lugar del



domicilio de la misma, con antelación no menor de dos años.

3. El Registro Civil de Nacimiento de los hijos habidos por la pareja.

Cuando se trate de compañeros permanentes residentes en el exterior, la convivencia
extramatrimonial se probará de conformidad con la legislación del país de residencia de los
solicitantes.

ARTÍCULO 125. REQUISITOS ADICIONALES PARA ADOPTANTES EXTRANJEROS.
Cuando los adoptantes sean extranjeros que residan fuera del país, deberán aportar, además, los
siguientes documentos:

1. Certificación expedida por la entidad gubernamental o privada oficialmente autorizada, donde
conste el compromiso de efectuar el seguimiento del niño, niña o adolescente adoptable hasta su
nacionalización en el país de residencia de los adoptantes.

2. Autorización del Gobierno del país de residencia de los adoptantes para el ingreso del niño,
niña o adolescente adoptable.

3. Concepto favorable a la adopción, emitido por el Defensor de Familia con base en la
entrevista que efectúe con los adoptantes y el examen de la documentación en que la entidad
autorizada para efectuar programas de adopción recomienda a los adoptantes.

Jurisprudencia Vigencia

- El texto de este numeral corresponde al texto del literal c) del artículo 106 del Código del
Menor, sobre el cual la Corte Suprema de Justicia declaró EXEQUIBLE en enunciado,
mediante Sentencia No. 81 del 13 de junio de 1991, Magistrado Ponente Dr. Jaime Sanin G.

PARÁGRAFO. Los documentos necesarios para la adopción, serán autenticados conforme a las
normas del Código de Procedimiento Civil, y no requieren de ratificación ulterior. Si no
estuvieren en español, deberán acompañarse de su traducción, efectuada por el Ministerio de
Relaciones Exteriores por un traductor oficialmente autorizado.

Concordancias

Código del Menor; Art. 106 (DEROGADOS)

Decreto Legislativo 567 de 2020

ARTÍCULO 126. REGLAS ESPECIALES DEL PROCEDIMIENTO DE ADOPCIÓN.
<Artículo modificado por el artículo 11 de la Ley 1878 de 2018. El nuevo texto es el siguiente:>
En los procesos de adopción se seguirán las siguientes reglas especiales:

1. Admitida la demanda se correrá el traslado al Defensor de Familia por el término de tres (3)
días hábiles. Si el Defensor se allanare a ella, el juez dictará sentencia dentro de los diez (10)
días hábiles siguientes, contados desde la fecha de presentación de la demanda.

El juez podrá señalar un término de máximo diez (10) días, para decretar y practicar las pruebas
que considere necesarias, las cuales no podrán versar sobre las decisiones judiciales o
administrativas que declararon la situación de adoptabilidad cuando estas se encuentren en firme.



Vencido este término, tomará la decisión correspondiente.

2. Suspensión del Proceso. Se podrá solicitar la suspensión del proceso hasta por un término de
tres meses improrrogables, siempre que exista causa justificada. Pueden solicitar la suspensión o
reanudación del proceso los adoptantes o el Defensor de Familia.

3. Terminación anticipada del proceso. Cuando falleciere el solicitante de la adopción antes de
proferirse la sentencia el proceso terminará.

Si la solicitud de adopción fuere conjunta y uno de los adoptantes falleciere antes de proferirse la
sentencia, el proceso continuará con el sobreviviente si manifiesta su intención de persistir en
ella, caso en el cual la sentencia que se profiera solo surtirá efectos respecto de este; en caso
contrario el proceso terminará

4. Notificación de la sentencia. Por lo menos uno de los adoptantes deberá concurrir
personalmente al juzgado a recibir notificación de la sentencia, momento en el cual se entregarán
copias auténticas de la sentencia y de los oficios dirigidos a la notaría o a la Oficina del Registro
Civil.

5. Contenido y efectos de la sentencia. La sentencia que decrete la adopción deberá contener los
datos necesarios para que su inscripción en el registro civil constituya el acta de nacimiento y
reemplace la de origen, la cual se anulará. Una vez en firme se inscribirá en el Registro del
Estado Civil y producirá todos los derechos y obligaciones propios de la relación paterno o
materno-filial, desde la fecha de presentación de la demanda. En todo caso, en la sentencia
deberá omitirse mencionar el nombre de los padres de sangre.

La sentencia que decrete la adopción podrá ser apelada ante el Tribunal Superior del Distrito
Judicial, de conformidad con el trámite establecido en el Procedimiento Civil vigente, en donde
intervendrá el Defensor de Familia.

PARÁGRAFO. Las actuaciones y decisiones previstas en el presente artículo se resolverán
dentro de los plazos fijados en la presente ley y su demora dará lugar a la responsabilidad
prevista para las decisiones de tutela en el caso de vencimiento injustificado de los respectivos
plazos.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 11 de la Ley 1878 de 2018, 'por medio de la cual se
modifican algunos artículos de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la
Infancia y la Adolescencia, y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No.
50.471 de 9 de enero de 2018.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1098 de 2006:

ARTÍCULO 126.

En los procesos de adopción se seguirán las siguientes reglas especiales:

1. Admitida la demanda se correrá el traslado al Defensor de Familia por el término de tres (3)
días hábiles. Si el Defensor se allanare a ella, el Juez dictará sentencia dentro de los diez (10)



días hábiles siguientes a su admisión.

El Juez podrá señalar un término de máximo diez (10) días, para decretar y practicar las pruebas
que considere necesarias. Vencido este término, tomará la decisión correspondiente.

2. Suspensión del Proceso. Se podrá solicitar la suspensión del proceso hasta por un término de
tres meses improrrogables, siempre que exista causa justificada. Pueden solicitar la suspensión o
reanudación del proceso los adoptantes o el Defensor de Familia.

3. Terminación anticipada del proceso. Cuando falleciere el solicitante de la adopción antes de
proferirse la sentencia el proceso terminará.

Si la solicitud de adopción fuere conjunta y uno de los adoptantes falleciere antes de proferirse la
sentencia, el proceso continuará con el sobreviviente si manifiesta su intención de persistir en
ella, caso en el cual la sentencia que se profiera solo surtirá efectos respecto de este; en caso
contrario el proceso terminará.

4. Notificación de la sentencia. Por lo menos uno de los adoptantes deberá concurrir
personalmente al juzgado a recibir notificación de la sentencia.

5. Contenido y efectos de la sentencia. La sentencia que decrete la adopción deberá contener los
datos necesarios para que su inscripción en el registro civil constituya el acta de nacimiento y
reemplace la de origen, la cual se anulará. Una vez en firme se inscribirá en el Registro del
Estado Civil y producirá todos los derechos y obligaciones propios de la relación paterno o
materno-filial, desde la fecha de presentación de la demanda. En todo caso, en la sentencia
deberá omitirse mencionar el nombre de los padres de sangre.

La sentencia que decrete la adopción podrá ser apelada ante el Tribunal Superior del Distrito
Judicial, de conformidad con el trámite establecido en el Código de Procedimiento Civil, en
donde intervendrá el Defensor de Familia.

Concordancias

Código del Menor; Art. 108; Art. 109; Art. 110 (DEROGADOS)

Decreto Legislativo 567 de 2020

ARTÍCULO 127. SEGURIDAD SOCIAL DE LOS ADOPTANTES Y ADOPTIVOS.
<Artículo modificado por el artículo 12 de la Ley 1878 de 2018. El nuevo texto es el siguiente:>
El padre y la madre adoptantes de un menor tendrán derecho al disfrute y pago de la licencia de
maternidad establecida en el numeral 4 del artículo 34 la Ley 50 de 1990 y demás normas que
rigen la materia, la cual incluirá también la licencia de paternidad consagrada en la Ley 755 de
2002, incluyendo el pago de la licencia a los padres adoptantes.

Los menores adoptivos tendrán derecho a ser afiliados a la correspondiente EPS o ARS, desde el
momento mismo de su entrega a los padres adoptantes por parte del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar. Para el caso de adoptantes extranjeros la afiliación de los niños, niñas y
adolescentes, mientras se encuentren en territorio colombiano continuará en la EPS a la cual se
encuentra afiliado.

Notas de Vigencia



- Artículo modificado por el artículo 12 de la Ley 1878 de 2018, 'por medio de la cual se
modifican algunos artículos de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la
Infancia y la Adolescencia, y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No.
50.471 de 9 de enero de 2018.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Expresión 'menores' declarada EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-442-21 de 9 de diciembre de 2021, Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

Concordancias

Código Sustantivo del Trabajo; Art. 236

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1098 de 2006:

ARTÍCULO 127. El padre y la madre adoptantes de un menor tendrán derecho al disfrute y
pago de la licencia de maternidad establecida en el numeral 4 del artículo 34 la Ley 50 de
1990 y demás normas que rigen la materia, la cual incluirá también la licencia de paternidad
consagrada en la Ley 755 de 2002, incluyendo el pago de la licencia a los padres adoptantes.

Los menores adoptivos tendrán derecho a ser afiliados a la correspondiente EPS o ARS,
desde el momento mismo de su entrega a los padres adoptantes por parte del Instituto
Colombiano de Bienestar Familiar.

ARTÍCULO 128. REQUISITO PARA LA SALIDA DEL PAÍS. El niño, la niña o el
adolescente adoptado sólo podrá salir del país cuando la sentencia que decrete la adopción esté
ejecutoriada. Las autoridades de emigración exigirán copia de la providencia con la constancia
de ejecutoria.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Expresión '[l]as autoridades de emigración exigirán copia de la providencia con la
constancia de ejecutoria' declarada INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-028-24 según Comunicado de Prensa de 8 de febrero de 2024, Magistrado
Ponente Dr.

'ORDENAR a la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia que adopte todas las
medidas necesarias en cuanto al uso de tecnologías, convenios de interoperabilidad, entre
otros mecanismos, a fin de garantizar la verificación plena de la identidad de niños, niñas y
adolescentes en los procesos migratorios, y asegurar así su protección reforzada y la
prevalencia de sus derechos.'

Concordancias

Código del Menor; Art. 337 (DEROGADO)



ARTÍCULO 129. ALIMENTOS. En el auto que corre traslado de la demanda o del informe
del Defensor de Familia, el juez fijará cuota provisional de alimentos, siempre que haya prueba
del vínculo que origina la obligación alimentaria. Si no tiene la prueba sobre la solvencia
económica del alimentante, el juez podrá establecerlo tomando en cuenta su patrimonio, posición
social, costumbres y en general todos los antecedentes y circunstancias que sirvan para evaluar
su capacidad económica. En todo caso se presumirá que devenga al menos el salario mínimo
legal.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-388-00, mediante
Sentencia C-055-10 de 3 de febrero de 2010, Magistrado Ponente Dr. Juan Carlos Henao
Pérez.

- El texto de este inciso corresponde en términos similares al texto del artículo 155 del
Código del Menor, sobre el cual la Corte Constitucional declaró EXEQUIBLE el aparte
subrayado mediante Sentencia C-388-00 del 5 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr.
Eduardo Cifuentes Muñoz.

Concordancias

Código del Menor; Art. 155 (DEROGADO)

Ley 640 de 2001; Art. 3o.; Art. 31

Ley 599 de 2000; Art. 233; Art. 234

La sentencia podrá disponer que los alimentos se paguen y aseguren mediante la constitución de
un capital cuya renta los satisfaga. En tal caso, si el obligado no cumple la orden dentro de los
diez días hábiles siguientes, el juez procederá en la forma indicada en el inciso siguiente.

Concordancias

Código del Menor; Art. 151 (DEROGADO)

El juez deberá adoptar las medidas necesarias para que el obligado cumpla lo dispuesto en el
auto que fije la cuota provisional de alimentos, en la conciliación o en la sentencia que los
señale. Con dicho fin decretará embargo, secuestro, avalúo y remate de los bienes o derechos de
aquél, los cuales se practicarán con sujeción a las reglas del proceso ejecutivo.

Concordancias

Ley 1098 de 2006; Art. 130

Código del Menor; Art. 151; Art. 153 (DEROGADOS)

El embargo se levantará si el obligado paga las cuotas atrasadas y presta caución que garantice el
pago de las cuotas correspondientes a los dos años siguientes.



Cuando se trate de arreglo privado o de conciliación extrajudicial, con la copia de aquél o del
acta de la diligencia el interesado podrá adelantar proceso ejecutivo ante el juez de familia para
el cobro de las cuotas vencidas y las que en lo sucesivo se causen.

Concordancias

Código del Menor; Art. 151 (DEROGADO)

<Ver Notas del Editor> Cuando se tenga información de que el obligado a suministrar alimentos
ha incurrido en mora de pagar la cuota alimentaria por más de un mes, el juez que conozca o
haya conocido del proceso de alimentos o el que adelante el ejecutivo dará aviso al
Departamento Administrativo de Seguridad ordenando impedirle la salida del país hasta tanto
preste garantía suficiente del cumplimiento de la obligación alimentaría y será reportado a las
centrales de riesgo.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este inciso debe tenerse en cuenta la
expedición de la Ley 2097 de 2021, 'por medio de la cual se crea el Registro de Deudores
Alimentarios Morosos (Redam) y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario
Oficial No. 51.723 de 2 de julio de 2021, particularmente cuando establece:

'ARTÍCULO 2o. ÁMBITO DE APLICACIÓN. La presente ley se aplica a todas las personas
que se encuentren en mora a partir de tres (3) cuotas alimentarias, sucesivas o no,
establecidas en sentencias ejecutoriadas, acuerdos de conciliación, o cualquier título
ejecutivo que contenga obligaciones de carácter alimentario.

'ARTÍCULO 6o. CONSECUENCIAS DE LA INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE
DEUDORES ALIMENTARIOS MOROSOS. La inscripción en el Registro de Deudores
Alimentarios Morosos generará las siguientes consecuencias:

(...)

5. Impedimento para salir del país y efectuar trámites migratorios ante Migración Colombia o
la entidad que haga sus veces.

(...)'

Concordancias

Código del Menor; Art. 148 (DEROGADO)

Ley 2097 de 2021; Art. 6 Nums. 5

La cuota alimentaria fijada en providencia judicial, en audiencia de conciliación o en acuerdo
privado se entenderá reajustada a partir del 1o de enero siguiente y anualmente en la misma
fecha, en porcentaje igual al índice de precios al consumidor, sin perjuicio de que el juez, o las
partes de común acuerdo, establezcan otra fórmula de reajuste periódico.

Con todo, cuando haya variado la capacidad económica del alimentante o las necesidades del
alimentario, las partes de común acuerdo podrán modificar la cuota alimentaria, y cualquiera de
ellas podrá pedirle al juez su modificación. En este último caso el interesado deberá aportar con



la demanda por lo menos una copia informal de la providencia, del acta de conciliación o del
acuerdo privado en que haya sido señalada.

Mientras el deudor no cumpla o se allane a cumplir la obligación alimentaria que tenga respecto
del niño, niña o adolescente, no será escuchado en la reclamación de su custodia y cuidado
personal ni en ejercicio de otros derechos sobre él o ella.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-011-02 del 23 de
enero de 2002, Magistrado Ponente Dr. Alvaro Tafur Galvis, que declaró exequible el inciso
1o. del artículo 150 del Decreto 2737 de 1989, norma con idéntico contenido material a este
inciso, mediante Sentencia C-328-21 de 24 de septiembre de 2021, Magistrada Ponente Dra.
Cristina Pardo Schlesinger.

Concordancias

Código del Menor; Art. 150 (DEROGADO)

Lo dispuesto en este artículo se aplicará también al ofrecimiento de alimentos a niños, niñas o
adolescentes.

El incumplimiento de la obligación alimentaria genera responsabilidad penal.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentaría.

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-228-08 de 5 de marzo de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentería.

Concordancias

ESTATUTO DE CONCILIACIÓN - Ley 2220 de 2022; Art. 69

Código del Menor; Art. 137 (DEROGADO)

Ley 2097 de 2021

ARTÍCULO 130. MEDIDAS ESPECIALES PARA EL CUMPLIMIENTO DE LA
OBLIGACIÓN ALIMENTARIA. Sin perjuicio de las garantías de cumplimiento de cualquier
clase que convengan las partes o establezcan las leyes, el juez tomará las siguientes medidas
durante el proceso o en la sentencia, tendientes a asegurar la oportuna satisfacción de la
obligación alimentaria:

1. Cuando el obligado a suministrar alimentos fuere asalariado, el Juez podrá ordenar al



respectivo pagador o al patrono descontar y consignar a órdenes del juzgado, hasta el cincuenta
por ciento (50%) de lo que legalmente compone el salario mensual del demandado, y hasta el
mismo porcentaje de sus prestaciones sociales, luego de las deducciones de ley. El
incumplimiento de la orden anterior, hace al empleador o al pagador en su caso, responsable
solidario de las cantidades no descontadas. Para estos efectos, previo incidente dentro del mismo
proceso, en contra de aquél o de este se extenderá la orden de pago.

2. Cuando no sea posible el embargo del salario y de las prestaciones, pero se demuestre el
derecho de dominio sobre bienes muebles o inmuebles, o la titularidad sobre bienes o derechos
patrimoniales de cualquier otra naturaleza, en cabeza del demandado, el Juez podrá decretar
medidas cautelares sobre ellos, en cantidad suficiente para garantizar el pago de la obligación y
hasta el cincuenta por ciento (50%) de los frutos que produzcan. Del embargo y secuestro
quedarán excluidos los útiles e implementos de trabajo de la persona llamada a cumplir con la
obligación alimentaria.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentaría.

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-228-08 de 5 de marzo de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentería.

Concordancias

Código del Menor; Art. 153 (DEROGADO)

Ley 599 de 2000; Art. 233

ARTÍCULO 131. ACUMULACIÓN DE PROCESOS DE ALIMENTOS. Si los bienes de la
persona obligada o sus ingresos se hallaren embargados por virtud de una acción anterior
fundada en alimentos o afectos al cumplimiento de una sentencia de alimentos, el juez, de oficio
o a solicitud de parte, al tener conocimiento del hecho en un proceso concurrente, asumirá el
conocimiento de los distintos procesos para el sólo efecto de señalar la cuantía de las varias
pensiones alimentarias, tomando en cuenta las condiciones del alimentante y las necesidades de
los diferentes alimentarios.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentaría.

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-228-08 de 5 de marzo de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentería.

- El texto de este artículo corresponde al texto del artículo 154 del Código del Menor, sobre
el cual la Corte Constitucional declaro su exequibilidad mediante Sentencia C-1026-01 de 26
de septiembre de 2001, Magistrado Ponente Dr. Eduardo Montealegre Lynett, 'pero en el
entendido de que, por mandato de los artículos 13 y 29 de la Constitución, la decisión del
juez de 'asumir conocimiento' de los procesos anteriores debe ser tomada por una providencia
que deberá ser notificada personalmente a los beneficiarios de los procesos anteriores,
quienes deben contar con la oportunidad de intervenir, si así lo desean, en el proceso en
curso, a fin de poder acreditar cuáles son sus condiciones y necesidades, así como las del
alimentario, conforme a lo señalado en los fundamentos 12 a 14 de esta sentencia'.

Concordancias

Código del Menor; Art. 154 (DEROGADO)

ARTÍCULO 132. CONTINUIDAD DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA. Cuando a los
padres se imponga la sanción de suspensión o pérdida de la patria potestad, no por ello cesará la
obligación alimentaria. Esta obligación termina cuando el niño, la niña o el adolescente es
entregado en adopción.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentaría.

Concordancias

Código del Menor; Art. 156 (DEROGADO)

ARTÍCULO 133. PROHIBICIONES EN RELACIÓN CON LOS ALIMENTOS. El derecho
de pedir alimentos no puede transmitirse por causa de muerte, ni venderse o cederse de modo
alguno, ni renunciarse. El que debe alimentos no puede oponer al demandante en compensación
lo que el demandante le deba a él.

No obstante lo anterior, las pensiones alimentarias atrasadas podrán renunciarse o compensarse y
el derecho de demandarlas transmitirse por causa de muerte, venderse o cederse, con
autorización judicial, sin perjuicio de la prescripción que compete alegar al deudor.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentaría.

Concordancias

Código del Menor; Art. 158; Art. 159 (DEROGADO)

ARTÍCULO 134. PRELACIÓN DE LOS CRÉDITOS POR ALIMENTOS. Los créditos por
alimentos a favor de los niños, las niñas y los adolescentes gozan de prelación sobre todos los
demás.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentaría.

Concordancias

Código del Menor; Art. 134 (DEROGADO)

ARTÍCULO 135. LEGITIMACIÓN ESPECIAL. Con el propósito de hacer efectivo el pago
de la cuota alimentaria, cualquiera de los representantes legales del niño, niña o adolescente o el
Defensor de Familia podrán promover, ante los jueces competentes, los procesos que sean
necesarios, inclusive los encaminados a la revocación o declaración de la simulación de actos de
disposición de bienes del alimentante.

Concordancias

Código del Menor; Art. 132 (DEROGADO)

ARTÍCULO 136. PRIVACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DE LOS BIENES DEL NIÑO,
NIÑA O ADOLESCENTE. En el proceso para la privación de la administración de los bienes
del niño, niña o adolescente, el juez podrá decretar la suspensión provisional de las facultades de
disposición y de administración de los bienes y la designación de un tutor o un curador, según se
trate.

Concordancias

Código del Menor; Art. 160; Art. 161; Art. 162 (DEROGADOS)

ARTÍCULO 137. RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE NIÑOS, LAS NIÑAS O LOS
ADOLESCENTES. Con el informe del Defensor de Familia sobre el desacuerdo para la
restitución internacional del niño, niña o adolescente, el juez de familia iniciará el proceso.

El Defensor de Familia intervendrá en representación del interés del niño, niña o adolescente



retenido ilícitamente, sin perjuicio de la actuación del apoderado de la parte interesada.

ARTÍCULO 138. OBLIGACIÓN ESPECIAL PARA LAS AUTORIDADES
COMPETENTES DE RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS. <Artículo corregido por el
artículo 2 del Decreto 578 de 2007. El nuevo texto es el siguiente:> En todos los casos y de
manera inmediata a su conocimiento, la autoridad competente deberá realizar la verificación de
la garantía de derechos ordenada en el artículo 52 de esta ley.

Notas de Vigencia

- Artículo corregido por el artículo 2 del Decreto 578 de 2007, publicado en el Diario Oficial
No. 46.558 de 2 de marzo de 2007.

- Artículo corregido por el artículo 3 del Decreto 4011 de 2006, publicado en el Diario
Oficial No. 46.453 de 15 de noviembre de 2006.

Legislación Anterior

Texto modificado por el Decreto 4011 de 2006:

ARTÍCULO 138. En todos los casos y de manera inmediata a su conocimiento, la autoridad
competente deberá realizar la verificación de la garantía de derechos ordenada en el artículo
52 de esta ley.

Texto original de la Ley 1098 de 2006:

ARTÍCULO 138. En todos los casos y de manera inmediata a su conocimiento, la autoridad
competente deberá realizar la verificación de la garantía de derechos ordenada en el artículo
51 de esta ley.

LIBRO II.

SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES Y
PROCEDIMIENTOS ESPECIALES PARA CUANDO LOS NIÑOS, LAS NIÑAS O LOS
ADOLESCENTES SON VICTIMAS DE DELITOS.

TITULO I.

SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES Y OTRAS
DISPOSICIONES.

CAPITULO I.

PRINCIPIOS RECTORES Y DEFINICIONES DEL PROCESO.

 ARTÍCULO 139. SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES.
El sistema de responsabilidad penal para adolescentes es el conjunto de principios, normas,
procedimientos, autoridades judiciales especializadas y entes administrativos que rigen o
intervienen en la investigación y juzgamiento de delitos cometidos por personas que tengan entre



catorce (14) y dieciocho (18) años al momento de cometer el hecho punible.

Notas de Vigencia

- Según lo dispuesto en el artículo 216 de la presente ley, los artículos correspondientes a la
ejecución del sistema de responsabilidad penal para adolescentes, se implementarán de
manera gradual en el territorio nacional empezando el primero de enero de 2007 hasta su
realización total el 31 de diciembre de 2009.

Concordancias

Código del Menor; Título V, Arts. 163 a 219 (DEROGADOS)

Ley 1753 de 2015; Art. 234

Ley 1453 de 2011; Art. 110

Ley 1450 de 2011; Art. 201

Decreto 1885 de 2015

ARTÍCULO 140. FINALIDAD DEL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA
ADOLESCENTES. En materia de responsabilidad penal para adolescentes tanto el proceso
como las medidas que se tomen son de carácter pedagógico, específico y diferenciado respecto
del sistema de adultos, conforme a la protección integral. El proceso deberá garantizar la justicia
restaurativa, la verdad y la reparación del daño.

En caso de conflictos normativos entre las disposiciones de esta ley y otras leyes, así como para
todo efecto hermenéutico, las autoridades judiciales deberán siempre privilegiar el interés
superior del niño y orientarse por los principios de la protección integral, así como los
pedagógicos, específicos y diferenciados que rigen este sistema.

PARÁGRAFO. En ningún caso, la protección integral puede servir de excusa para violar los
derechos y garantías de los niños, las niñas y los adolescentes.

Notas de Vigencia

- Según lo dispuesto en el artículo 216 de la presente ley, los artículos correspondientes a la
ejecución del sistema de responsabilidad penal para adolescentes, se implementarán de
manera gradual en el territorio nacional empezando el primero de enero de 2007 hasta su
realización total el 31 de diciembre de 2009.

Concordancias

Ley 1753 de 2015; Art. 234

Código del Menor; Título V, Arts. 163 a 219 (DEROGADOS)

Decreto 1885 de 2015
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